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CRÓNICA DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS 
(1975) 
Por el Departamento de Derecho Internacional de la Universidad 
de Sevilla * 
SUMARIO: 1.—Cuestiones generales. 2.—Fuentes. 3.—Estados Miembros. 4.—Ór-
ganos y Competencias. 5.—Funcionarios. 6.—Libertades comunitarias. 7.—Políticas 
comunitarias. 8.—Cuestiones procesales. 9.—Acuerdos. 
Durante el año 1975 el Tribunal de Justicia de las Comunidades 
europeas ha dictado setenta y ocho decisiones y un dictamen. De estas 
decisiones, el mayor número, cuarenta y cinco, corresponden a decisio-
nes prejudiciales planteadas por las jurisdicciones nacionales. 
De entre los muchos esquemas conforme a los cuales se podría sin-
tetizar la doctrina jurisprudencial, hemos intentado, como se puede com-
probar por el sumario, exponer, en primer lugar, los temas generales, 
para después, siguiendo, en cierto modo, la sistemática del Tratado CEE, 
analizar las materias específicas de las que se ha ocupado el Tribunal. 
1. CUESTIONES GENERALES 
1.1. Principios del Derecho. 
1.1.1. Principios generales del Derecho. 
1.1.1.1. Principio de respeto a la seguridad jurídica. 
El Tribunal ha recogido este principio al expresar que, en interés de 
la seguridad jurídica, un nuevo reglamento debería encontrar una apli-
* Han colaborado los doctores Olivares d'Angelo, Peláez Marón, profesores 
adjuntos, y Pérez Beviá, profesor ayudante, y los licenciados Millán Moro y Naranjo 
González-Pola, profesores ayudantes, bajo ía dirección del titular de la cátedra, 
profesor Sánchez-Apellániz. 
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cación tal que los particulares, afectados por una nueva normativa, se 
sigan beneficiando del anterior sistema, siempre que se demuestre que 
se han cumplido las condiciones previstas en la normativa vigente antes 
de la fecha de entrada en vigor del nuevo reglamento 
1.1.2. Principios generales del Derecho Comunitario. 
1.1.2.1. Principios de no-discriminación. 
Ha reiterado el Tribunal que es contrario al principio de no-discri-
minación, el establecer una tasa interior que grave más onerosamente 
las ventas de un producto destinado a la exportación a otro Estado 
miembro o cuyos ingresos se destinen a favorecer los productos nacio-
nales con exclusión de los de otros Estados miembross. 
1.1.2.2. Principio de preferencia comunitaria. 
Estaría en contradición con el principio de la preferencia comunitaria 
en la que se inspira la organización común de mercados agrícolas, el sis-
tema de montantes compensatorios variables, en un mercado mundial 
al alza, que favorecería en los nuevos Estados miembros las importacio-
nes de cereales provenientes de países terceros en relación a aquellos que 
provienen de Estados miembros originarios3. 
1.2. El orden jurídico comunitario. 
1.2.1. Derecho comunitario y Derecho internacional. 
Habiendo la Comunidad sustituido a los Estados miembros en la 
ejecución de los compromisos previstos por el GATT, el efecto jurídico 
de dichos compromisos debe ser apreciado en relación con las disposicio-
nes del orden jurídico comunitario y no en relación con aquellas dispo-
siciones que antes correspondían a los órdenes jurídicos nacionales4. 
1.2.2. Derecho Comunitario y Derecho nacional. 
Corresponde en primer lugar a las autoridades nacionales extraer las 
consecuencias en su orden jurídico, de una declaración de invalidez de 
un acto jurídico comunitario adoptado en el marco del artículo 177 del 
Tratado CEE, en lo que concierne a un acto legislativo dictado por un 
Estado miembro para dar ejecución a actos no válidos dictados por las 
instituciones comunitarias5. 
1. Sentencia de 18 de marzo de 1975, as. 78/74, Rec. 1975-3, págs. 421-442. 
2. Sentencia de 23 de enero de 1975, as. 51/74, Rec. 1975-1, págs. 79-108. 
3. Sentencia de 4 de febrero de 1975, as. 169/73, Rec. 1975-2, págs. 117-154. 
4. Sentencia de 19 de noviembre de 1975, as. 38/75, Rec. 1975-8, págs. 1439-1460. 
5. Sentencia de 30 de octubre de 1975, as. 23/75, Rec. 1975-7 págs. 1279-1322. 
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1.3. Responsabilidad. 
En la sentencia de 19 de junio de 1975 6, el Tribunal ha señalado 
que cuando un «anuncio de vacante» de un empleo, dictado en virtud 
del artículo 29 —a) del Estatuto de funcionarios, determine cuáles son 
los funcionarios cuyas candidaturas son susceptibles de ser elegidas me-
diante la definición de las condiciones relativas al acceso a dicho empleo, 
dicho anuncio será un acto lesivo para estos funcionarios, si estas con-
diciones tienen por efecto excluir la candidatura de funcionarios con 
expectativa de ascenso o de traslado. 
Por otra parte, en la sentencia de 4 de febrero de 1975 7 el Tribunal 
ha expresado que para que exista responsabilidad tiene que existir un 
nexo de causalidad entre el comportamiento del órgano y el perjuicio 
alegado. En este asunto, el comportamiento del Consejo, no ha provo-
cado en los justiciables una convicción errónea, sobre la base de ser co-
merciantes diligentes y advertidos, por lo que hay que rechazar la res-
ponsabilidad de la Comunidad. 
En la sentencia de 14 de mayo de 1975 8, el Tribunal señaló que un 
acto normativo, como era un reglamento, que contenía medidas de po-
lítica económica que decidían la supresión de los montantes compensa-
torios menetarios aplicables en Francia, no implica, necesariamente, res-
ponsabilidad de la Comunidad por el posible perjuicio que tal medida 
haya causado a los particulares por efecto de dicho acto, ya que, como 
se deduce del artículo 215, párrafo 2.° del Tratado CEE la responsa-
bilidad de la Comunidad se establece por una violación suficientemente 
caracterizada de una regla superior de derecho que proteja a los par-
ticulares. 
Finalmente, en la sentencia de 26 de noviembre de 19759, el Tribu-
nal ha rechazado un recurso presentado por una empresa, exponiendo 
que para que se dé una acción de responsabilidad no contractual es ne-
cesario alegar un perjuicio derivado de un acto o de una omisión de 1 
Comunidad, sin que se pueda pretender —como hacía la citada empre-
sa— que un pago debido por Autoridad competente de un Estado miem-
bro en virtud del Derecho comunitario puede ser reclamado a la misma 
Comuniadd. 
1.4. Fuerza Mayor. 
El Tribunal ha invocado en la sentencia de 20 de febrero de 1975 1 0, 
la noción de fuerza mayor, señalando que, en aquel caso, implicaba'que 
el incumplimiento del plazo previsto en un certificado no suponía la 
pérdida del Derecho al «prélévement» prefijado, a condición, sin em-
6. Asunto 79/74, Rec. 1975-5, págs. 725-738. 
7. Asunto 169/73, cit. 
8. Asunto 74/74, Rec. 1975-4, págs. 533-560. 
9. Asunto 99/74, Rec. 1975-8, págs. 1531-1546. 
10. Asunto 64/74, Rec. 1975-2, págs. 261-276. 
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bargo, de que el retraso de la importación prevista sea debida a circuns-
tancias excepcionales y no pueda ser imputable a negligencias que un 
importador diligente pudiera cometer, ya sea con ocasión de un contrato 
de compra o de transporte, ya sea porque se cuestiona la responsabilidad 
del transportista. 
2. FUENTES 
2.1. Tratados. 
El Tribunal ha señalado en la sentencia de 18 de junio de 1975 1 1 
que, el artículo 13, párrafo 2 del Tratado CEE, produce por su propia 
naturaleza a partir del 1 de enero de 1970, fecha de expiración del pe-
ríodo transitorio, efectos directos en las relaciones jurídicas entre los 
Estados miembros y sus justiciables: 
2.2. Reglamentos. 
2.2.1. Subordinación al Tratado. 
En las sentencias de 21 de octubre de 1975 y 25 de noviembre de 
1975 1 2 , el Tribunal ha señalado, a propósito de unos reglamentos de 
seguridad social, que éstos tienen por fundamento, marco y límite los 
artículos 48 a 51 del Tratado CEE. 
2.2.2. Forma. 
En la sentencia de 18 de febrero de 1975 I 3 , el Tribunal ha interpre-
tado la palabra «directamente» que figura en el texto de su reglamento, 
en el sentido de que las comunicaciones de la Administración de un país 
miembro a un extranjero han de hacerse sin intermediarios y que el 
realizarlo por medio de Correo y Telégrafo, responde a esta condición. 
Por otra parte, en la sentencia de 18 de marzo de 1975 el Tri-
bunal comunitario no ha considerado insuficiente la motivación de un 
reglamento que se impugnaba, ya que la motivación debe ser considerada 
y apreciada en el marco del conjunto de la reglamentación de la que 
este acto forma parte integrante. 
2.2.3. Validez. 
En la citada sentencia de 18 de marzo de 1975 1 5, se planteaba la 
validez de un reglamento de la Comisión en base a si su adopción estaba 
11. Asunto 94/74, Rec. 1975-5, págs. 699-724. 
12. Asunto 24/75, Rec. 1975-7, págs. 1149-1168; as. 50/75. Rec. 1975-8, pági-
nas 1473-1489. 
13. Asunto 66/74, Rec. 1975-2, págs. 157-169. 
14. Asunto 78/74, cit. 
15. Asunto 78/74, cit. 
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justificada materialmente con respeto a las exigencias de un reglamento 
de base del Consejo. El Tribunal señaló que en la adopción del regla-
mento por la Comisión, no se aprecia ni error manifiesto ni desviación 
de poder. 
2.3. Decisiones. 
2.3.1. Forma. 
En la sentencia de 16 de diciembre de 1975 1 6, se hacía valer ante 
el Tribunal que algunas afirmaciones que figuraban en la exposición 
de motivos de una decisión eran demasiado imprecisas para satisfacer 
a las exigencias del artículo 190 del Tratado CEE. El Tribunal ha seña-
lado que, aún suponiendo que los pasajes señalados no estén redactados 
con toda la precisión deseable, esta circunstancia no debe llevar, sin 
embargo, a considerar que se pueda alegar violación de formas sustancia-
les según el artículo 173 del Tratado CEE. 
2.3.2. Interpretación. 
En la sentencia de 16 de diciembre de 1975 los demandantes ha-
bían argumentado que una decisión no definía en su parte dispositiva, 
de una manera precisa, los comportamientos que suponían infracción 
objeto de sanción, incluso contemplando aquella parte dispositiva a la 
luz de la exposición de motivos de dicha decisión. El Tribunal, manifestó 
que para juzgar estas alegaciones conviene contemplar no el dispositivo 
de la decisión, necesariamente sucinto, sólo y aisladamente, sino en rela-
ción con la exposición de motivos. En este sentido los dispositivos objeto 
de crítica, analizados a la luz de la exposición de motivos, pondrían de 
relieve, con absoluta claridad, los comportamientos que se reprochan 
a los demandantes y a los que deberán poner fin. 
2.3.3. Notificación. 
En la sentencia de 16 de diciembre de 1975 1 S, se alegaba la violación 
del artículo 191 del Tratado CEE, así como el art. 3 del reglamento 
n.° 1, de 15 de abril de 1958, por el que se fijó el régimen lingüístico 
de la CEE, en base a que la Comisión ,al dirigir a una empresa una deci-
sión, no le había enviado sólo y únicamente la versión holandesa de la 
misma, sino igualmente las versiones francesas, italiana y alemana, sin 
indicársele que el texto holandés era el único que hacía fe con respecto 
a la referida empresa. 
El Tribunal señaló que las instituciones de la Comunidad tienen la 
16. Asuntos acumulados 40 a 48, 50, 54 a 56, 111, 113 y 114/73, Rec. 1975-10 
págs. 1663-2124. 
17. Asuntos acumulados 40 a 48 y otros, cit. 
18. Asuntos acumulados 40 a 48 y otros, cit. 
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obligación de comunicar a toda empresa destinataria de una decisión el 
texto de ésta en la lengua oficial del Estado miembro en la que aquella 
desarrollaba su actividad, exigencia que estaba cumplida, dado que la 
versión holandesa estaba incluida entre los textos enviados. 
Por otra parte, en la misma sentencia, la parte demandante sostenía 
que la Comisión había producido indefensión en los particulares porque 
adoptó una decisión única respecto de un gran número de empresas y 
de una larga serie de presuntas infracciones no conectadas las unas con 
las otras. Esta manera de proceder, según la demandante, dejaría a los 
destinatarios de la decisión en una gran incertidumbre sobre el contenido 
exacto de las acusaciones dirigidas a cada uno de los destinatarios indi-
vidualmente considerados. 
El Tribunal, sin embargo, dijo, que nada prohibe a la Comisión de-
cidir mediante una sola decisión sobre varias infracciones, a condición de 
que la decisión permita a todos sus destinatarios deducir con precisión 
los cargos contra cada uno de ellos, exigencias que estaban satisfechas por 
la decisión impugnada. 
3. ESTADOS MIEMBROS 
3.1. Competencia de los Estados miembros. 
En la sentencia de 23 de enero de 1975 1 9, el Tribunal ha señalado 
que en base a un principio general que se desprende del artículo 5 del 
Tratado CEE un Estado no puede justificar la adopción de medidas 
unilaterales sobre la evolución de los precios de los productos agrícolas 
comprendidos en una organización común de mercados, ya que la regu-
lación y gestión de estas organizaciones de mercados agrícolas han pa-
sado a ser de competencia comunitaria. 
Por otra parte, en la sentencia de 15 de mayo de 1975 M , el Tribunal 
ha manifestado que la autorización concedida a los Estados miembros 
para poder aplicar montantes compensatorios monetarios a la importa-
ción o exportación de productos según un reglamento comunitario, hay 
que entenderla como que ordena a los Estados miembros a no poder 
hacer un uso parcial o temporal de dicha autorización, sin que ello 
afecte a los poderes de la Comisión de fijar el «quantum» de los mon-
tantes compensatorios. 
3.2. Subdelegación de competencias a un Estado miembro. 
En la sentencia de 30 de octubre de 1975 2 l , el Tribunal comunita-
rio, al interpretar un precepto de un reglamento comunitario, estableció 
19. Asunto 31/74, Rec. 1975-1, págs. 47-77. 
20. Asunto 74/74, cit. 
21. Asunto 23/75, cit. 
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que tal precepto habilitaba a la Comisión a establecer medidas directa-
mente aplicables en un Estado miembro según el procedimiento de con-
sultas del Comité de Gestión previsto por reglamento, y no autorizaba 
a la Comisión a subdelegar en un Estado miembro la adopción de reglas 
de fondo como si se tratara de simples medidas de ejecución que escapa-
rían, por ello, al control del Consejo. 
4. ÓRGANOS Y COMPETENCIAS 
4.1. Poderes institucionales. 
El Tribunal, en sentencia de 23 de enero de 1975 2 2, ha establecido 
que, además de los poderes reservados ya sea al Consejo ya a la Comisión 
por los propios reglamentos que establecen las organizaciones comunes 
de mercado, la Comisión tiene atribuida en virtud del propio Tratado 
CEE un poder general de supervisión y de iniciativa, sin olvidar la 
función de consulta permanente que en el marco de la gestión de los 
diversos sectores de mercados agrícolas tienen los Comités de Gestión 
que instituyen los reglamentos de base. Aparte de las misiones que le 
sean específicamente confiadas, los Comités de Gestión puede examinar 
cualquier otra cuestión que presente su presidente, ya sea por propia 
iniciativa ya sea a solicitud del representante de un Estado miembro. 
Por otra parte, en la sentencia de 19 de noviembre de 19752 3, el 
Tribunal ha manifestado que, habida cuenta de que a partir del 1 de ju-
lio de 1968, la TAC reemplazó a los aranceles nacionales de los Estados 
miembros, la competencia para interpretar y determinar los efectos jurí-
dicos de las partidas que la componen corresponde únicamente a las auto-
ridades comunitarias, bajo el control de las jurisdicciones encargadas de 
aplicar e interpretar el Derecho comunitario. Por ello, una interpreta-
ción dada a una partida de una tarifa aduanera nacional o común so-
lamente para ciertos Estados miembros por la autoridad competente de 
un Estado miembro, con anterioridad al 1 de julio de 1968, no puede 
ya, incluso en el caso en que la reducción de la partida haya permane-
cido inalterada en la TAC, surtir efectos en el orden jurídico comunitario. 
4.2. Competencias del Consejo. 
En su sentencia de 26 de junio de 1975 2 4, el Tribunal ha señalado, 
que la Comisión mantiene a justo título que el Consejo no puede, para 
sustraerse a una obligación a la que está vinculado, alegar un poder dis-
crecional cuyo ejercicio él mismo ha regulado. 
22. Asunto 23/75, cit. 
23. Asunto 38/75, cit. 
24. Asunto 78/74, cit. 
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4.3. Competencias de la Comisión. 
En la sentencia de 18 de marzo de 1975 2 5, el Tribunal ha establecido 
que la Comisión dispone de una importante libertad de apreciación, en 
lo que se refiere tanto a la consideración de los factores de perturbación 
de mercados como en la elección de los medios para hacer frente a dicha 
perturbación. 
Por otra parte, la sentencia de 14 de mayo de 1975 2 6, ha señalado 
que compete a la Comisión decidir acerca de la existencia de situaciones 
económicas y monetarias susceptibles de perturbar los intercambios co-
merciales y adoptar también las medidas necesarias para evitarlas. Por 
consiguiente, tiene poder para decidir el establecimiento, modificación o 
supresión de montantes compensatorios. 
En la sentencia de 30 de octubre de 19752 7, el Tribunal ha declarado 
la invalidez de un reglamento de la Comisión, porque al no haber pre-
cisado las bases de cálculo de la deuda a pagar, y al haber dejado a un 
Estado miembro la elección de aquellas, la Comisión se ha descargado 
de su propia responsabilidad de establecer por sí las reglas de fondo 
esenciales y de la obligación de someterlas mediante el procedimiento 
del Comité de Gestión a la apreciación eventual del Consejo. 
Al interpretar un reglamento, el Tribunal comunitario, en sentencia 
de 30 de octubre de 1975 2 8, ha manifestado que tal disposición al habi-
litar a la Comisión a establecer, según el procedimiento de consulta del 
Comité de Gestión, previsto por el mismo reglamento, medidas directa-
mente aplicables en un Estado miembro, no puede ser entendida como 
que permite a la Comisión delegar en un Estado miembro el estableci-
miento, por medidas de ejecución, las reglas de fondo esenciales, que 
escaparían así a un control eventual del Consejo. 
Finalmente, en la sentencia de 18 de noviembre de 1975 2 9 se había 
planteado ante el Tribunal la invalidez de un reglamento, dado que la 
Comisión, al desarrollar las normas contenidas en este reglamento, se 
había extralimitado en el ejercicio de la competencia que el Consejo le 
había otorgado. 
El Tribunal ha señalado que dicho reglamento, al conferir a la Co-
misión en virtud del artículo 155 del Tratado CEE, las competencias 
necesarias para la ejecución de las medidas que establece el Consejo, 
prevé que la Comisión puede, al mismo tiempo que establece modalida-
des de aplicación de las medidas del Consejo, adoptar las modificaciones 
que sea preciso introducir en los precios, y en los montantes fijados en 
el marco de la política agrícola común por la duración estrictamente 
necesaria. La Comisión, no se ha excedido, por consiguiente, de sus 
competencias. 
25. Asunto 23/75, cit. 
26. Asunto 23/75, cit. 
27. Asunto 100/74, Rec. 1975-8, 1393-1418. 
28. Asunto 23/75, cit. 
29. Asunto 100/74, cit. 
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4.4. Competencia del Tribunal. 
El Tribunal no es competente, a tenor de lo establecido por el ar-
tículo 177 para resolver a título prejudicial sobre la calificación que debe 
realizarse a tenor de la legislación social de un Estado miembro respecto 
de una prestación otorgada en virtud de la legislación de otro Estado 
miembro. Tal cuestión depende exclusivamente del derecho nacional30. 
5. FUNCIONARIOS 
5.1. Interposición de Recursos ante el Tribunal de Justicia. 
En esta materia el Tribunal hizo varias precisiones, así afirma que 
en el estadio precontencioso de la demanda o reclamción contemplada 
en los artículos 90 y 91 del estatuto de funcionarios no es necesario 
que se formulen los medios de ilegalidad eventuales31; y estima admisi-
ble un recurso cuyo objeto no estaba claramente determinado, ya que 
dicha falta de determinación no era imputable a los demandantes sino 
consecuencia del procedimiento de decisión aplicado en ese caso concreto 
por las instituciones comunitarias32. 
Señala también el Tribunal la necesidad para que éste pueda inter-
poner un recurso33, y reconoce la admisibilidad de un recurso de anula-
ción al que se une una demanda adicional que solicita la suspensión de 
un acuerdo34. 
Por último el Tribunal admite la posibilidad de que el funcionario 
interesado elija cualquiera de las dos vías de derecho que tiene abiertas, 
o las dos conjuntamente, pero siempre que interponga su recurso dentro 
del plazo establecido 3 5, y señala que la demanda de indemnización por 
daños y perjuicios de un funcionario cuando tiene su origen en el vínculo 
laboral que unía al interesado con la institución de que depende, se 
encuadra en el marco del art. 179 CEE y de los artículos 90 y 91 del 
Estatuto de funcionrios36. 
5.2. Reclutamiento de funcionarios. 
En cuanto a promoción de funcionarios el Tribunal establece los re-
quisitos necesarios del examen comparativo del art. 45 del estatuto de 
30. Sentencia de 17 de diciembre de 1975, as. 93/75, Rec. 1975-10, págs. 
2147-2153. 
31. Sentencia de 12 de marzo de 1975, As. 23/74, Rec. 1975-3, págs. 353-382. 
32. Sentencia de 30 de septiembre de 1975, As. 50/74, Rec. 1975-7, págs. 
1003-1020. 
33. Sentencia de 29 de octubre de 1975, Asuntos acumulados 81 a 88/74, Rec. 
1975-7, págs. 1247-1266. 
34. Sentencia de 12 de marzo de 1975, As. 23/74, cit. 
35. Sentencia de 22 de octubre de 1975, As. 9/75, Rec. 1975-7, págs. 1171-1191. 
36. Ibidem. 
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funcionarios37', y analiza algunos de los elementos a tener en cuenta a 
la hora de un promoción38. 
El Tribunal también define la función que cumple el anuncio de 
vacante de empleo39, e indica la conveniencia, en determinados casos, 
de celebración de un concurso interno en interés del mismo recluta-
• 40 
miento . 
En esta misma materia de concursos el Tribunal establece la insus-
tituibilidad del expediente personal de un funcionario41, la posibilidad 
de interposición de dos recursos por un funcionario contra dos fases dis-
tintas de un mismo procedimiento, en determinados casos42, la necesi-
dad de un concurso para pasar un funcionario de un nivel o categoría 
superior a otro nivel u otra categoría superior43, la posibilidad de orga-
nización de un concurso único para empleos diferentes con tareas simi-
lares 4 4, los poderes discrecionales de la Comisión en el establecimiento 
de las condiciones de un concurso4o, la composición del jurado de un 
concurso en que ni el presidente ni los miembros deben ser necesaria-
mente funcionarios46, la intervención a título consultivo de un tercero 
en la organización de las pruebas de un concurso47, y por último señala 
los deberes del jurado de un concurso en la realización de los trabajos 
propios del mismo48. 
El Tribunal continúa señalando que la elección de un funcionario 
puede ser determinada en función de conocimientos específicos exigidos 
por el interés del servicio49, y que dicho interés y los méritos persona-
les de los candidatos deberán prevalecer sobre los criterios de equilibrio 
geográfico en el reclutamiento de funcionarios50. 
En esta materia de reclutamiento también afirma el Tribunal la inexis-
tencia del derecho de sucesión del funcionario adjunto al puesto vacante61 
y las circunstancias en que un anuncio de vacante de un empleo puede 
constituir acto lesivo para un funcionario52. 
37. Sentencia de 23 de enero de 1975, As. 29/74, Rec. 1975-1, págs. 35-46. 
38. Sentencia de 19 de marzo de 1975, As. 189/73, Rec. 1975-3, págs. 445-460. 
39. Sentencia de 16 de octubre de 1975, As. 90/74, Rec. 1975-7, págs. 1123-1147. 
40. Sentencia de 12 de marzo de 1975, As. 23/74, cit.; Sentencia de 29 de 
octubre de 1975, As. 22/75, Rec. 1975-7, págs. 1267-1278. 
41. Sentencia de 10 de julio de 1975, As. 77/74, Rec. 1975-6, págs. 949-961. 
42. Sentencia de 19 de junio de 1975, As. 79/74, cit. 
43. Sentencia de 19 de marzo de 1975, As. 189/73, cit. 
44. Sentencia de 16 de octubre de 1975, As. 90/74, cit. 
45. Ibidem. 
46. Ibidem. 
47. Ibidem. 
48. Sentencia de 4 de diciembre de 1975, As. 31/75, Rec. 1975-9, págs. 1563-1580. 
49. Sentencia de 19 de junio de 1975, As. 79/74, cit; Sentencia de 29 de 
octubre de 1975, As. 22/75. 
50. Sentencia de 29 de octubre de 1975, Asuntos acumulados 81 a 88/74, cit. 
51. Sentencia de 29 de octubre de 1975, As. 22/75, cit. 
52. Sentencia de 19 de junio de 1975, As. 79/74, cit. 
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5.3. Remuneraciones de funcionarios. 
En esta materia el Tribunal establece el principio de la no remune-
ración de los días de huelga 5 3, y los criterios que deben regular el cálcu-
lo y adaptación de las remuneraciones de funcionarios 5 4; señala que co-
rresponde al Consejo la adaptación del estatuto de funcionarios a las 
realidades económicas55 y subraya el poder discrecional de las institucio-
nes comunitarias para adaptar las condiciones de remuneración de los 
agentes locales y personal adscrito al Centro común de investigaciones 
nucleares a las circunstancias locales de cada uno de los establecimientos 
de aquel centro56. 
5.4. Indemnizaciones a funcionarios. 
El Tribunal marca los criterios que determinan el derecho a la dieta 
de desplazamiento57, y la composición y el funcionamiento de la Comi-
sión de Invalidez 5 8. El Tribunal también examina las impugnaciones ante 
esta Comisión59. 
5.5. Aplicación del Reglamento n.° 2530/72 del Consejo. 
La aplicación de dicho reglamento la contempla igualmente el Tribu-
nal 6 0 y la política de creación de vacantes que prevé el citado regla-
mento 6 1. 
5.6. Aplicación del Reglamento n.° 1543/73 del Consejo. 
El Tribunal contempla la aplicación del citado reglamento y señala 
su no aplicación a los funcionarios que se encuentran en situación de 
permiso por asuntos particulares62. 
5.7. Aplicación del art. 29 del Estatuto de funcionarios. 
El Tribunal determina las condiciones de aplicación del párrafo 2 del 
art. 29 del estatuto de funcionarios, las condiciones del recurso a dicho 
53. Sentencia de 18 de marzo de 1975, Asuntos acumulados 44, 46 y 49/74, 
Rec. 1975-3, págs. 383-399. 
54. Sentencia de 26 de junio de 1975, As. 70/74, cit. 
55. Sentencia de 19 de marzo de 1975, As. 28/74, Rec. 1975-3, págs. 463-481. 
56. Sentencia de 30 de septiembre de 1975, As. 50/74, cit. 
57. Sentencia de 20 de febrero de 1975, As. 2/74, Rec. 1975-2, págs. 221-234. 
58. Sentencia de 12 de marzo de 1975, As. 21/74, cit; Sentencia de 9 de julio 
de 1975, As. 37/74, Rec. 1975-2, págs. 235-246. 
59. Sentencia de 9 de julio de 1975, Asuntos acumulados 42 y 46/74, cit. 
60. Sentencia de 19 de marzo de 1975, As. 28/74, cit. 
61. Sentencia de 10 de julio de 1975, Asuntos acumulados 4 y 30/74, Rec. 
1975-6 págs. 919-947. 
62. Sentencia de 20 de febrero de 1975, As. 38/74, Rec. 1975-2, págs. 247-260. 
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artículo y la autoridad a la que corresponde decidir el carácter especial 
de las cualificaciones necesarias para ocupar un empleo63. 
5.8. Interpretación y Aplicación del artículo 152 CEEA. 
El Tribunal en su jurisprudencia fija el ámbito de aplicación de dicho 
artículo64. 
5.9. Relación laboral entre las comunidades y sus agentes. 
El Tribunal examina el origen de la relación laboral entre la Comuni-
dad y los funcionarios o agentes que no sean locales65, contempla el régi-
men de interinidad68, el vínculo estatutario de un funcionario y la admi-
nistración y la posibilidad de prevalerse de los derechos adquiridos87, y 
la renovación de contratos a los agentes temporales63. 
5.10. Subordinación de funcionarios del mismo rango. 
El Tribunal explícitamente admite la posibilidad de subordinación de 
un jefe de división a otro para la coordinación de ciertos trabajos y bajo 
la autoridad del superior jerárquico69. 
6. LIBERTADES COMUNITARIAS 
6.1. Libre circulación de personas. 
6.1.1. Orden Público. 
Dos sentencias ha dictado el Tribunal en la materia de limitación, por 
motivo de Orden Público70, a la libre circulación de personas dentro de 
la Comunidad71 bajo los epígrafes, la primera, de «orden público y segu-
ridad pública» y «orden público» la segunda. 
Estas sentencias completan la delimitación que de esta institución ya 
hizo el Tribunal el año anterior72. 
En la sentencia de 26 de febrero de 1976 rechaza el Tribunal la posi-
bilidad de que en base a la normativa comunitaria, se pueda decretar la 
expulsión de un nacional de un Estado miembro por parte de otro Estado 
63. Sentencia de 2 de octubre de 1975, Asuntos acumulados 81 a 88/74, cit. 
64. Sentencia de 11 de marzo de 1975, As. 65/74, Rec. 1975-3, págs. 319-336. 
65. Ibidem. 
66. Sentencia de 12 de marzo de 1975, As. 23/74, cit. 
67. Sentencia de 19 de marzo de 1975, As. 28/74, cit. 
68. Sentencia de 15 de abril de 1975, As. 61/74' Rec. 1975-4, págs. 483-492. 
69. Sentencia de 10 de marzo de 1975, Asuntos acumulados 4 y 30/74, cit. 
70. Arts. 48 y 56 del Tratado CEE. 
71. Sentencias de 26-2-75, asunto 67-74, Rec. 1975-2 pp. 297-317 y Sentencia 
28-10-75, asunto 36-75. Rec. 1975-7, pp. 1219-1244. 
72. Sentencia de 4 de diciembre de 1974, as. 41-74, Rec. 1974-8, págs. 1337-1360. 
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igualmente miembro de la Comunidad, con fines de «disuasión» respecto 
a otros extranjeros. 
Se trata de la interpretación de los párrafos 1 y 2 del art. 3 de la 
directiva del Consejo n.° 64/221 de 25 de febrero de 1964 7 3 que regula 
la coordinación de las medidas especiales justificadas por razones de orden, 
seguridad y salud públicas respecto de los extranjeros en materia de des-
plazamiento. 
Bonsignore, de nacionalidad italiana residente en Alemania tuvo la 
mala fortuna de causar la muerte de un hermano suyo al manejar impru-
dentemente un arma para cuyo uso no tenía obtenida licencia; establecida 
solamente una condena a pagar una multa por el uso de armas sin licencia, 
dieciséis meses después se decide la expulsión del extranjero en base a 
motivaciones denominadas de «prevención general o ejemplaridad» y no 
de «prevención especial», es decir, en base a los hechos que habían dado 
lugar a la condena penal o al comportamiento, actual o previsible, del 
trabajador nacional de un país miembro. 
El Tribunal, basándose en la regla de «interpretación estricta», seña-
lada en la sentencia ya citada del año anterior sobre esta misma materia, 
afirma que hay que atenerse al comportamiento personal, que en este caso 
excluía las razones esgrimidas por la autoridad municipal de Colonia: la 
amenaza permanente que sobre la comunidad nacional representaba la adqui-
sición y retención ilegal de armas por parte de extranjeros, como lo ates-
tigua el aumento del número de delitos cometidos con armas por extran-
jeros en los últimos años, por lo que era aconsejable «prevenir» un nuevo 
aumento de esta criminalidad violenta expulsando inmediatamente a los 
extranjeros que incumplan la legislación sobre armas. A tomar esta deci-
sión concurría el argumento de que los extranjeros inmigrados a los países 
industrializados permanecen afectados por el sentimiento, sociológicamente 
caracterizado, de «alienación», provocado por su relativa inadaptación 
a una comunidad muy diferente de la suya, y a unas condicionts de vida y 
de alojamiento difíciles. 
Pero al tratrase de ciudadanos de un Estado miembro, como ya diji-
mos, el Tribunal afirma que no se puede decidir la expulsión en base a la 
disuasión respecto de otros extranjeros. 
En la segunda sentencia de 28 de octubre de 1975 nuevamente se 
plantea el problema de la limitación de orden público al principio funda-
mental de la libre circulación de personas dentro de la Comunidad y en 
ella se rechaza la decisión tomada contra Rolando Rutili, a raíz de los 
sucesos de mayo del 68 francés, de prohibirse el acceso a varias circuns-
cripciones departamentales a no ser que esta misma medida se tomase 
también contra los propios subditos, rechazándose asimismo la prohibición 
del ejercicio de los derechos sindicales. 
Se ratifica el Tribunal en el criterio de la «interpretación estricta» 
que hay que darle a esta excepción, sin que pueda ser determinada unila-
teralmente por cada Estado miembro sin control de las instituciones de la 
73. J. O. 4-4-1964, p. 850. 
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Comunidad. Por ello, solamente se podría aducir una amenaza real y sufi-
cientemente grande para el orden público y se ha de tener en cuenta la 
situación individual y no apreciaciones globales, encuadrando además esta 
limitación, a la libre circulación de personas en el contexto de una socie-
dad democrática, en la que rigen las normas incluidas en el convenio de 
salvaguarda de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales 
firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950, ratificado por todos los 
Estados miembros, e igualmente la normativa contenida en el protocolo IV 
de la misma convención firmada en Estrasburgo el 16 de septiembre 
de 1963. 
6.1.2. Seguridad Social. 
6.1.2.1. Totalización. 
El art. 51 del Tratado CEE, al establecer el cúmulo —o totalización— 
de todos los períodos tomados en consideración por las diversas legisla-
ciones nacionales en orden al nacimiento o conservación de los derechos 
a las prestaciones o al cálculo de éstas, va a dar lugar a una nueva serie 
de sentencias que reafirman una vez más la doctrina ya establecida de que 
no hay que acudir a este procedimiento aludido más que en caso de que 
no se tuvieran adquiridos derechos por la aplicación de las disposiciones 
de la legislación de un sólo Estado74, y no se puede disminuir el montante 
de la prestación adquirida en virtud igualmente de una sola legislación75 
afirmándose en el considerando n.° 16 de la primera de las sentencias 
citadas que la totalización y el prorrateo no pueden intervenir si su efecto 
es aminorar las prestaciones que el interesado puede pretender en virtud 
de la legislación de un solo Estado miembro76. 
6.1.2.2. Interpretación extensiva. 
El haber excluido Argelia de los anejos A y B del reglamento n.° 3 
del Consejo77 a partir del 1 de julio de 1962, va a dar lugar a recursos 
de interpretación en que el Tribunal adoptará la posición más favorable 
y conforme con el principio de los derechos adquiridos, defendiendo la 
doctrina de que se han de tener en cuenta los períodos de cotización 
cumplidos en ese territorio aunque como en la sentencia de 26 de junio 
de 1975 7 8 el riesgo y la petición de la pensión sean posteriores a las 
fechas antes indicadas. 
Este mismo criterio extensivo se expone en la sentencia de 10 de julio 
de 1975 en que se afirma que puede basarse en el solo incumplimiento 
74. Sentencia de 20 de noviembre de 1975; as. 49/75, Rec. 1975-8, pp. 1461-1471. 
75. Sentencia de 21 de octubre de 1975; as. 24/75, Rec. 1975-7, pp. 1149-1168 
y Sentencia de 25 de noviembre de 1975; As. 50/75, Kec. 1975-8 pp. 1473-1489. 
76. Ibidem, p. 1161. 
77. J. O. 16-12-58, p. 561. 
78. As. 6/75. Rec. 1975-5, pp. 823-837. 
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de las condiciones previstas por el art. 69 del reglamento n.° 1408 7 9 para 
desconoce los derechos que se atribuyen al que se encuentra en situación 
de paro. Y se pueden redondear los períodos de seguro cumplidos según 
la legislación de un Estado miembro que no permite realizar esta opera-
ción, aplicando la legislación alemana que sí lo permite y ello para evitar 
que la emigración haga perder a los trabajadores asalariados los derechos 
que hayan adquirido en su país de origen, según la sentencia de 30 de 
octubre de 1975 8 0. 
6.2. Libre prestación de servicios. 
A propósito de un subdito holandés, residente en Bélgica que ejercía 
en los Países Bajos la profesión de agente de seguros la sentencia de 26 
de noviembre de 197581 afirma que no se le puede impedir ese ejercicio 
profesional por el solo hecho de tener residencia en país distinto de 
aquel en que realiza esa prestación de servicios, pues la disposición na-
cional que impusiera ese requisito en el propio país iría contra los artícu-
los 69, 60 y 65 del Tratado CEE. 
6.3. Libre circulación de mercancías. 
6.3.1. Cuestiones arancelarias. 
En relación con las cuestiones arancelarias que se han suscitado con 
ocasión de asuntos de los que el Tribunal ha debido conocer en este año, 
cabe distinguir dos tipos de problemas, de una parte los referentes a la 
interpretación de conceptos y de otra los planteados por la propia nor-
mativa reguladora de la materia. 
6.3.1.1. Interpretación tarifaria. 
Por lo que se refiere al primer tipo de problemas enunciados, cabe 
decir que el recurso de interpretación, vía propia y adecuada para resolver 
los problemas que la inclusión en diversas mercancías y productos en 
las correspondientes partidas de la nomenclatura de Bruselas, ha propor-
cionado una vez más, la posibilidad de poner en práctica diversos proce-
dimientos hermenéu ticos. 
Prácticamente pueden sintetizarse en dos los criterios interpretativos 
empleados por el Tribunal en las sentencias que sobre clasificación tarifa-
ria se han dictado durante el año 1975. De una parte, el principio de 
la aplicación selectiva o múltiple y de otra el principio, ya reiterado 
por el propio Tribunal, de las condiciones objetivas. 
En el primero de los casos el Tribunal ha señalado que si una mer-
cancía por su naturaleza constituye una «mezcla de productos» contem-
79. Reglamento del Consejo de 14 de junio de 1971, JOCE n.° L 149, 1971, p. 2. 
80. As. 33/75, Rec. 1975-7, pp. 1323-1337. 
81. Asunto 39-75; Rec. 1975-8, pp. 1547-1562. 
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piados cada uno por distintas partidas, no cabe considerar más específica 
una sola de ellas por el mero hecho de que contenga una descripción 
más precisa o completa del producto82. 
En el segundo de los casos puede perfectamente incluirse el resto 
de los problemas de clasificación tarifaria, y que en ellos el Tribunal ha 
aplicado sistemáticamente el principio de propiedades objetivas que una 
vez más, este año, ha reiterado al señalar que el criterio decisivo para 
la clasificación, a efectos aduaneros de las mercancías, ha de ser buscado 
de manera general, en sus características y propiedades objetivas. 
Así cuando ha señalado que el precio pagado, o a pagar, por razón 
de las partidas tarifarias de la TAC, se fija teniendo en cuenta una garan-
tía de un peso neto mínimo por unidad vendida, ha insistido en que se 
trata del peso neto efectivo (propiedad objetiva del producto) y no del 
peso neto declarado respecto del cual siempre podía pesar la sospecha 
de una posible manipulación que alterase el aludido dato objetivo83. 
Igualmente cuando ha debido examinar la expresión «automotriz» como 
característica de un producto, ha hecho referencia a las propiedades obje-
tivas que han de darse en dicho tipo de producto, señalando que ha de 
tratarse de vehículos autopropulsados, equipados con uno o varios moto-
res que aseguren un desplazamiento enteramente autónomo del vehículo . 
En esta misma línea al interpretar la expresión «contenido en materias 
grasas» ha hecho referencia a los elementos básicos que han de reunir 
dichas materias para ser consideradas como tales85. Por último, en rela-
ción con la noción «helado para el consumo» ha argüido que el hecho de 
que la misma no esté siquiera definida por la TAC, hace suponer que el 
producto en cuestión se considera suficientemente caracterizado por su 
propia denominación 8 8. 
6.3.1.2. Regulación complementaria. 
Por lo que respecta a los problemas dimanantes de la propia regula-
ción de la materia tarifaria, el Tribunal ha precisado el valor de las notas 
complementarias y explicativas de la TAC señalando, de un lado, que las 
mismas forman parte de la partida correspondiente y participan, por con-
siguiente, de su fuerza obligatoria87, y, de otro, que en ausencia de dis-
posiciones comunitarias en la materia, dichas notas tienen autoridad como 
medio válido de interpretación de las disposiciones de la TAC 8 8 . 
82. Sentencia de 25 de septiembre de 1975, asunto 28/75, Rec. 1975-7, pp. 
989-1001. 
83. Sentencia de 10 de junio de 1975, asunto 91/74, Rec. 1975-5, pp. 643-659. 
84. Sentencia de 23 de octubre de 1975, asunto 35/75, Rec. 1975-7, op. 1205-1218. 
85. Sentencia de 15 de mayo de 1975, asunto 92/74, Rec. 1975-4, pp. 599-606. 
86. Sentencia de 10 de diciembre de 1975, asunto 53/75, Rec. 1975-9, pp. 
1647-1662. 
87. Sentencia de 19 de noviembre de 1975, asunto 38/75, Rec. 1975-8, pp. 
1439-1458. 
88. Sentencia de 23 de octubre de 1975, asunto 35/75, cit. 
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6.3.2. Requisitos comunitarios de la libre circulación. 
La identificación de los productos y la exigencia de garantías que 
impidan su falsificación han sido temas que han determinado algunas de 
las decisiones del Tribunal en relación concretamente con los vinos en 
libre circulación por el territorio de los Estados miembros de la Comu-
nidad. 
6.3.2.1. Identificación de productos. 
En cuanto a la identificación de los vinos de mesa como tales, el 
Tribunal ha precisado cuidadosamente que el método de análisis previsto 
por la normativa comunitaria sobre cuya fiabilidad se habían manifestado 
dudas y al que deben someterse tales vinos para merecer esta denomina-
ción y poder circular libremente, no es un fin en sí mismo, sino un medio 
destinado a asegurar el respeto de las normas comunes referentes a las 
prácticas enológicas y a la calidad de los vinos. Por ello, ha hecho notar 
el Tribunal, y en espera de la elaboración de métodos más apropiados, 
la reglamentación comunitaria en la materia no se opone a que los Esta-
dos miembros utilicen otro medio a los fines de obtener una mejor iden-
tificación del producto89. Por otra parte, ha subrayado que los métodos 
de análisis previstos por el Derecho Comunitario no solamente tienen por 
fin la identificación del vino para las necesidades del comercio, sino 
también cada vez que la determinación de los elementos de aquél sirva 
para establecer los fraudes y las falsificaciones80. 
Constatada la identidad de los vinos es preciso acreditarla y a tal 
efecto el Tribunal ha debido puntualizar que un Estado miembro no 
puede exigir, para los vinos procedentes de otro Estado miembro, un 
certificado de acompañamiento distinto del establecido por la reglamenta-
ción comunitaria91. 
En materia de garantías tendentes a evitar la falsificación de los 
vinos la Alta Jurisdicción ha puesto de relieve que las denominaciones 
de origen y las indicaciones de procedencia deben, para ser jurídicamente 
protegidas, designar un producto procedente de una zona geográfica deter-
minada y asegurar no solamente la salvaguardia de los intereses de los 
productos contra la competencia desleal, sino también la de los consu-
midores contra las indicaciones susceptibles de inducirles a error. Ha 
añadido el Tribunal que para que las mencionadas denominaciones cum-
plan su función específica es preciso que los productos designados por 
ellas, posean efectivamente cualidades y caracteres debidos a la localiza-
ción geográfica de su procedencia, localización que ha de imprimir a un 
producto una calidad y unos caracteres específicos que lo individualicen. 
89. Sentencia de 30 de septiembre de 1975, asuntos acumulados 89/74, 18 y 
19/75, Rec. 1975-7, pp. 1023-1050 y asuntos acumulados 10 a 14/75, Rec. 1975-7, 
pp. 1053-1083. 
90. Sentencia de 9 de diciembre de 1975, asunto 64/75, Rec. 1975-9, pp. 
1599-1613. 
91. Sentencia de 30 de septiembre de 1975, asuntos acumulados 10 a 14, cit. 
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Por consiguiente, ha subrayado que una zona de procedencia definida 
en función de la extensión del territorio nacional o de un criterio lin-
güístico no podría considerarse, como constitutiva de un medio geográ-
fico, en el sentido citado92. Igualmente ha señalado el Tribunal que el 
Tratado CEE impide a los Estados miembros legislar en materia de indi-
caciones de procedencia, y les prohibe la implantación de nuevas medi-
das que comporten efectos equivalentes a restricciones cuantitativas, como 
ocurriría en el caso en que el legislador nacional otorgase la protección 
prevista para las indicaciones de procedencia, a denominaciones que no 
tuviesen en el momento de otorgarles dicha protección más que el carác-
ter de denominaciones genéricas93. 
7. POLÍTICAS COMUNITARIAS 
7.1. Política económica y monetaria. 
Referente a los problemas económicos y monetarios el Tribunal ha 
constatado que las instituciones de la Comunidad han debido de hacer 
frente a graves problemas a partir de los acontecimientos monetarios 
de 1973 en el sentido de abandonar toda referencia al dólar USA sustitu-
yéndolo por una referencia a los tipos de cambio centrales de los seis 
Estados miembros cuyas divisas flotaban conjuntamente y por una refe-
rencia a los tipos de cambio representativos establecidos a partir de los 
tipos de cambio constatados sobre los mercados de divisas durante un 
cierto período, para los otros tres Estados. 
Ello supone una alteración profunda en el sistema monetario de la 
Comunidad que aparece reflejado formalmente en el reglamento del Con-
sejo n.° 1112/73 M . 
7.2. Política comercial; concurrencia. 
Por lo que se refiere a la política comunitaria relativa al comercio en 
el interior de la Comunidad, el Tribunal ha tenido que analizar los con-
ceptos contemplados en las normas sobre la competencia en el Mercado 
Común. 
Así, el Tribunal manifiesta que para determinar «una parte sustan-
cial del mercado común», en el sentido del art. 86 del Tratado CEE 
hay que tener en cuenta la estructura y el volumen de la producción 
y del consumo de un producto así como los hábitos y las posibilidades 
económicas de vendedores y compradores M . 
92. Sentencia de 20 de febrero de 1975, asunto 12/74, Rec. 1975-2, pp. 181-220. 
93. Ibidem. 
94. Sentencia de 16 de diciembre de 1975 as. ac. 40 a 48, 50, 54 a 56, 111, 
113 y 114/73. Rec. 1975-10 págs. 1663 a 2124. 
. 95. Ib. considerandos números 370-375 en particular 371 y 441-451. 
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7.2.2. Elementos de concertación. 
Entre los elementos de concertación, que prueban la existencia de 
prácticas concertadas, el Tribunal señala: 
1. La existencia de acuerdos entre las empresas para la eliminación 
consciente, mediante una cooperación práctica entre sí, de los riesgos 
de la competencia. 
2. La imposición de ventas a la empresa deseada obligando a los 
comerciantes intermediarios a seguir su política de canalización de expor-
taciones. 
3. La existencia de causalidad entre concertación y la práctica que 
de ello se deriva al descartarse el riesgo que lleva consigo la competencia. 
4. Nexo causal del acuerdo entre empresas y competencia. 
5. Información de la política de precios entre empresas para alinear 
sus precios a los fines de un objetivo común anticoncurrencial. 
6. Que haya habido un entendimiento previo entre concurrentes que 
implique la existencia de un plan cuya finalidad sea eliminar la incerti-
dumbre sobre el futuro comportamiento de los concurrentes. 
7. Canalizar las ventas hacia destinatarios determinados o hacia des-
tinos prefijados para controlar el mercado98. En este orden de cosas 
el Tribunal expresa que los criterios de coordinación y de cooperación 
entre empresas retenidos por su jurisprudencia, lejos de exigir la exis-
tencia de un verdadero plan, deben verse a la luz de la concepción inhe-
rente a las disposiciones del Tratado relativas a las normas sobre con-
currencia que exigen a los concurrentes económicos que determinen por 
sí, de manera autónoma, su propia política comercial en el seno del mer-
cado Común. 
Las prácticas concertadas pueden no sólo tener «por objeto o por 
efecto impedir, restringir o falsear el juego de la competencia en el inte-
rior del mercado común» sin también ser «susceptible de afectar al comer-
cio entre Estados miembros», art. 85-1. 
7.2.3. Práctica que afecta al comercio entre Estados miembros. 
El Tribunal expresa que las prácticas concertadas para que afecten 
al comercio entree Estados miembros es necesario que obstaculicen el 
comercio dé un producto entre los Estados miembros; precisando que 
tales prácticas han de tener por finalidad y consecuencia asegurar que el 
producto originario de un Estado miembro no pueda llegar a otro Estado 
más que de manera y a precios que no pueden hacer la competencia al 
producto similar del país de destino. 
Sin embargo, a juicio del Tribunal la venta de productos de una em-
presa a otra cuyo objeto social es la exportación y que los exporta efecti-
96. Diversos considerandos de la sentencia citada 126 a 226 y 269-364. 
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vamente, no constituye una venta de productor a productor para evitar 
la concurrencia en «su propio mercado» no cabiendo pues considerar tal 
hecho y tal actividad, en sí misma, como indicio de una concertación entre 
empresas en el sentido del art. 85 del Tratado CEE 9 7. 
7.2.4. Acuerdos prohibidos: determinación. 
El art. 85-2 sanciona con la nulidad de pleno derecho todo acuerdo, 
decisión o práctica prohibidos por el parágrafo 1 y esto no sólo por su 
objeto sino también por sus efectos sobre la competencia, lo que implica, 
según manifiesta el Tribunal la necesidad de analizar los efectos en el 
ámbito donde estos tienen lugar, es decir, en el contexto económico y 
jurídico donde pueden coexistir con otros elementos, pudiéndose produ-
cir un efecto acumulativo que repercuta sobre el juego de la competen-
cia. De manera que la existencia de un acuerdo prohibido hay que verlo 
en el contexto en que produce sus efectos y verificar la existencia de con-
tratos similares en cuanto que el conjunto de acuerdos de este género 
puede dar como resultado la limitación de la libertad del comercio en el 
mercado común, haciendo difícil la interpretación de los mercados como 
exige la realización de un mercado común98. 
7.2.5. Ley aplicable a estos acuerdos. 
Por otra parte, sostiene la Alta Jurisdicción, que a los fines de la 
aplicación de los artículos 85 y 86 del Tratado CEE, todas estas rela-
ciones y acuerdos entre empresas deben ser examinadas únicamente a la 
luz del derecho comunitario, de suerte que aunque un contrato o acuerdo 
que impone una prohibición de concurrencia sea conforme al derecho 
nacional que regula dicho contrato, o incluso en el caso que tal prohi-
bición de concurrencia venga impuesta por el derecho nacional, no es 
suficiente ni determinante para examinar si el acuerdo o contrato en 
cuestión está o no prohibido por los arts. 85 y 86 del Tratado CEE99. 
7.2.6. Explotación abusiva de posición dominante. 
En relación con el art. 86 que declara incompatible con el mercado 
común y prohibido el explotar de una manera abusiva una posición 
dominante, por parte de una empresa, sobre el Mercado Común o en una 
parte sustancial del mismo, el Tribunal ha dicho que la posición domi-
nante de una empresa, puede presumirse en base a datos objetivos. Así 
manifiesta que una empresa que controla prácticamente el 85% de la 
producción de una mercancía en un mercado cabe presumir que detenta 
sobre dicho mercado una posición dominante, cabiendo la posibilidad 
97. Ibid, considerandos 227-232, 305-317 y 595. 
98. Ibid, considerandos 537 a 557 y en particular 548 y 549. 
99. Considerandos 473 a 498. 
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que obstaculice, abusando de su posición, una competencia libre efectiva 
sobre ese mercado 1 0 0. 
El abuso de posición dominante que es lo que está prohibido puede 
manifestarse: 
1. Mediante cláusulas contractuales de prohibición de concurrencia 
impuestas a otras empresas por la empresa detentadora de la posición 
dominante. 
2. Cuando la empresa dominante en un mercado extiende el alcance 
de la prohibición de concurrencia más allá de lo que es propio y con-
forme a la naturaleza de la relación jurídica y económica pactada entre 
tal empresa y sus representantes de comercio. 
3. Que las cláusulas y estipulaciones contractuales sean suscepti-
bles de reforzar aún más la posición dominante de la empresa principal. 
4. Exigir que los comerciantes se plieguen a su política de exporta-
ción restrictiva, declarando o haciéndoles creer que no les suministraría 
el producto o las contidades que necesiten si no se someten a su política 
comercial. 
5. Obligar a los comerciantes a canalizar sus exportaciones a desti-
natarios o destinos previamente determinados por la empresa dominante 
imponiendo, a su vez, dichas restricciones a sus clientes, limitando, así, 
las ventas a los comerciantes e indirectamente los posibles compradores. 
Esta práctica abusiva está expresamente contemplado por el art. 86, 
letra b, del Tratado CEE. 
6. Exigir con rigor por la empresa dominante el cumplimiento de 
ciertas cláusulas y estipulaciones contractuales que aunque en sí, no supo-
nen un abuso de posición dominante, si la empresa dominante se niega 
a considerar las deficultades imprevisibles sobrevenidas a las que deben 
hacer frente las empresas contratantes, cabe considerarlo como un ele-
mento de la política de presión abusiva llevada a cabo por la empresa 
dominante. 
7. Percibir un precio exorbitante en relación con el valor econó-
mico de la prestación realizada que tenga por efecto frenar importaciones 
paralelas. 
8. Que tales precios abusivos, consecuencia de semejante posición, 
conduzcan a transacciones no equitativas en el sentido del art. 86, a, CEE. 
9. Ejercer presiones económicas sobre otros exportadores para que 
limiten sus exportaciones, en beneficio de la empresa dominante. 
10. Imponer limitaciones de venta en perjuicio de los consumi-
dores ya que impide o restringe, a su vez, las posibilidades de otros pro-
ductores y en especial de los de otros Estados miembros. 
11. La «prima descuento de fidelidad» es susceptible de reforzar 
la posición dominante de una empresa respecto de sus posibles compe-
tidores. 
100. Considerandos 376 a 382. 
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12. Imponer contratos a los representantes de la empresa dominante 
obligando a éstos a vender únicamente en nombre y por cuenta de la 
empresa dominante e imponerles, además, la obligación salvo autorización 
previa, de aceptar otra representación o vender productos concurrentes 
por su cuenta. 
13. Organizar las ventas de su producción directa y la de las em-
presas controladas por ella, de forma que la concurrencia en el mercado 
común quede turbada o eliminada. 
14. Imponer por la empresa dominante, precios netos diferentes a 
clientes que le compran la misma cantidad de productos, porque unos 
compran exclusivamente a dicha empresa lo que implica «aplicar respecto 
de competidores comerciales condiciones desiguales a prestaciones equi-
valentes», art. 86, c, del Tratado CEE. 
15. Imponer la obligación de aprovisionamiento exclusivamente en 
la empresa dominante. 
Tal enumeración no es exhaustiva sino las precisiones que ha dedu-
cido el Tribunal de la problemática planteada a lo largo del año 1975, 
pues como la misma jurisprudencia ha establecido, «la existencia de tales 
abusos debe ser apreciada en función de las circunstancias de tiempo y 
de hecho del mercado» 1 0 1. 
7.3. Política de coyuntura. 
En relación con la política económica el artículo 103 del Tratado 
CEE contempla la política de coyuntura considerándola como «una cues-
tión de interés común», pero el Tribunal ha debido precisar, en la sen-
tencia de 23 de enero de 1975 m , que los Estados miembros no pueden 
fundarse en este precepto para justificar medidas adoptadas umlateral-
mente ya que dicha norma no es de aplicación a aquellos dominios que 
han pasado a ser competencia de las Comunidades como ocurre, por ejem-
plo, con las organizaciones comunes de mercados agrícolas. 
Conforme a este razonamiento del Tribunal Comunitario, compete 
a la Comisión o al Consejo adoptar las medidas de orden coyuntura! en 
los dominios comunes, tal acontece, por ejemplo, con el sistema de mon-
tantes compensatorios monetarios aplicable a los productos agrícolas que, 
como expresa el Tribunal en su decisión de 14 de mayo de 1975 1 0 3 es 
competencia de la Comisión, en base a los dictámenes emitidos por el 
Comité de gestión, verificar la existencia de fluctuaciones anormales en 
los cambios monetarios susceptibles de perturbar el normal intercambio 
de productos en el mercado común, y decidir el establecimiento o no de 
101. Sentencia de 16 de diciembre de 1975 cit.: considerandos 485-489, 479-485, 
396-400; 458; 526 a 528-529 a 472; 522 a 528, 499-505; 514 a 516 y 365 a 368 
y sentencia de 13 de noviembre de 1975, as. 26/75. Rec. 1975-8. 
102. As. 31/74 Rec. 1975-1 pp. 47-77. 
103. Sentencia de 14 de mayo de 1975 as. 74/74 y Rec. 1975-4 pp. 533-560. 
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dichos montantes en orden a un correcto funcionamiento de la unidad 
de precios de mercado en el ámbito económico comunitario. 
El Tribunal se ha preocupado de dar una noción de montantes com-
pensatorios monetarios al decir, que es «una corrección monetaria que 
permite mantener la unidad de precios en el Mercado Común, pese al 
abandono por parte de uno o varios de los Estados miembros de las 
paridades fijas de cambio de sus respectivas monedas» 1 0 4. 
En relación con este sistema el órgano jurisdiccional105 ha señalado 
sus caracteres indicando que se trata de medidas de carácter excepcional 
y transitorias subrayando su carácter provisional en cuanto que el objeto 
del sistema es prevenir o hacer frente a los riesgos de perturbación del 
mercado comunitario así como a las dificultades derivadas de la inestabili-
dad monetaria tanto entre Estados miembros como de éstos con respecto 
a países terceros, pero no proteger intereses individuales contra los ries-
gos de cambio de sus monedas nacionales en cuanto que el sistema no 
siempre anula, en la práctica, los riesgos de un cambio en la paridad de 
las monedas; de suerte, ha precisado reiteradamente el Tribunal106 que 
incluso un comerciante prudente y diligente puede no protegerse contra 
este riesgo. 
7.4. Política agrícola común. 
La agricultura ha dado lugar en el curso del año a un número im-
tante de decisiones, consecuencia lógica del desarrollo logrado por la Polí-
tica Agrícola Común. La jurisprudencia establecida por el Tribunal no afecta 
sólo a cuestiones específicamente agrícolas sino que afecta a principios de 
derecho comunitario y a otros problemas jurídicos y económicos surgidas 
con ocasión de la aplicación de un reglamento agrícola dado que «el mer-
cado común se extiende a la agricultura y al Comercio de los productos 
agrícolas». 
Aparte de las cuestiones sobre problemas de coyuntura económica, 
vistos más arriba o cuestiones de responsabilidad que han sido suscitadas 
ante el Tribunal en aplicación de reglamentos agrícolas, éste ha tenido que 
pronunciarse sobre aspectos generales o específicos regulados por el dere-
cho agrario de la Comunidad. 
7.4.1. Aspectos institucionales. 
En el orden institucional la delimitación de competencias entre los 
órganos comunitarios en el dominio de la política agrícola común, el Tri-
104. Sentencia de 10 de diciembre de 1975 as. ac. 95 a 98/74 y 15 y 100/75. 
Rec. 1975-9 pp. 1615-1646. 
105. Sentencia de 15 de mayo de 1975 as. 74/74 Rec. 1975-4, pp. 533-560 y 
sentencia de 10 de diciembre de 1975 as. ac. 95 a 98/74 y 15 a 100/75, Rec. 1975-9, 
pp. 1615-1646. 
106. Sentencia de 15 de mayo de 1975 as. 74/74 cit. En este mismo sentido 
se había pronunciado el Tribunal en sentencia de 24 de octubre de 1973 as. 9/73, 
Rec. 1973-7, pp. 1135-1174. 
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bunal ha precisado que al art. 155 CEE tiene por objeto preservar el 
equilibrio entre los poderes del Consejo y la Comisión. De ahí que los 
poderes conferidos a la Comisión por un reglamento del Consejo deben 
ser interpretados de manera estricta en cuanto al alcance de los poderes 
conferidos. 
Sin embargo, al ser la Comisión la única en condiciones de seguir de 
manera constante y uniforme la evolución de los mercados agrícolas y 
actuar sobre ellos con la urgencia exigida por ciertas situaciones, el Con-
sejo puede verse compelido a conferir amplios poderes a la Comisión. 
Si el Consejo actúa así, los límites de esta competencia, precisa el 
Tribunal, deben apreciarse en relación con los objetivos generales esen-
ciales de la organización de mercados agrícolas y no tanto en función del 
sentido literal de la habilitación 1 0 7. 
7.4.2. Principios de derecho. 
Los principios generales de derecho comunitario se aplican, con carác-
ter general, en el ámbito del derecho agrario comunitario, a las organiza-
ciones comunes de mercados agrarios. 
Así respecto al principio de no discriminación, en sus diversas for-
mulaciones, el Tribunal ha establecido que la prohibición de discriminación 
sirve de base a la formulación del art. 95 CEE relativo a los graváme-
nes interiores que es el primer artículo del capítulo consagrado por el Tra-
tado a las disposiciones fiscales y está claramente formulado en el art. 40, 
par. 2.° CEE, según el cual las organizaciones comunes de mercados agrí-
colas deberán eliminar toda discriminación entre productores y consumi-
dores de la Comunidad. 
De ahí que un sistema de gravámenes interiores que grave más fuerte 
mente las ventas de los productores destinados a la exportación que las 
realizadas en el mercado nacional, o si el producto de tales exacciones 
se destina a favorecer a los productores nacionales, viola el principio de 
no discriminación 1 0 8. 
El Tribunal considera que han de ser protegidos por el orden jurídico-
comunitario los principios generales de Derecho, de seguridad jurídica, 
de respeto a la confianza legítima de los particulares y de respeto a los 
derechos adquiridos, y esto igualmente en el ámbito del derecho agrario 
comunitario . 
7.4.3. Organizaciones comunes de mercado. 
En relación con las organizaciones comunes de mercados el Tribu-
nau precisa que éstas tienen por objeto la realización de un mercado 
único para toda la Comunidad sometido a una gestión común. 
107. Sentencia de 30 de octubre de 1975 asunto 23/75 Rec. 1975-7, pp. 1279-
1320. En este mismo sentido la sentencia de 15 de julio de 1970 as. 41/69, Rec. 
1970-6, pp. 661-730. 
108. Sentencia de 23 de enero de 1975 as. 51/74, Rec. 1975-1, pp. 79-103. 
109. Sentencia de 14 de mayo de 1975 as. 74/74 Rec. 1975-4, pp. 533-560, sen-
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Para llegar a esta unidad de mercado, los reglamentos agrícolas crean 
un sistema que comprende un conjunto de reglas materiales y de poderes 
que implican un cuadro organizativo para hacer frente a todas las situa-
ciones previsibles. En el sistema ocupa un lugar central el régimen de 
precios aplicables generalmente en la fase de producción y de comercio 
al por mayor. Este régimen de precios, tiene por finalidad hacer posible 
la más amplia y completa libertad de intercambios así como regular el 
comercio exterior de la Comunidad de conformidad con los objetivos 
señalados a la política agrícola común por el Tratado 1 1 0. 
7.4.4. Competencias nacionales y comunitarias. 
La existencia de tales organizaciones de marcados agrícolas afecta a 
las competencias de los Estados miembros en estas materias. 
En efecto, el Tribunal111 ha tenido que precisar que la adopción de 
medidas en estos donimios está reservada a las instituciones de las Comu-
nidades y, en consecuencia, la única vía compatible con el Derecho comu-
nitario que resta a los Estados, en un sector regido por una organización 
común de mercado, es la de emprender, en un contexto comunitario, las 
iniciativas adecuadas para que la autoridad comunitaria competente, esta-
blezca o autorice las medidas conformes a las exigencias de un mercado 
único donde imperó la libre circulación de mercancías, en el que se ha 
suprimido toda restricción cuantitativa y toda medida de efecto equiva-
lente, así como las tarifas aduaneras y cualquier medida con repercusiones 
equivalentes en el comercio entre Estados miembros. 
En este mismo orden de cosas, el Tribunal precisa que los Estados 
miembros están obligados a abstenerse de cualquier medida que suponga 
la derogación o que sea capaz de afectar al alcance de sus normas 1 , 2 no 
sólo para alcanzar el efecto útil de las normas adoptadas en virtud del 
art. 40-2 del Tratado CEE sino en virtud de las prohibición general hecha 
por el art. 5.°-2 del mismo Tratado. 
Estas afirmaciones de carácter general son hechas por el Tribunal 
en función del campo de aplicación de las organizaciones agrícolas de 
mercado, no obstante lo cual el Tribunal ha de descender y hacer frente 
a la rica casuística que se le plantea; así en lo relativo al funcionamiento 
de las organizaciones comunes dice que las disposiciones materiales rela-
tivas al funcionamiento de dichas organizaciones configuran un cuadro 
organizativo concebido de forma que permite a la Comunidad y a los 
Estados miembros hacer frente a toda perturbación que afecte al sector 
regulado; así, por ejemplo, el reglamento del Consejo n.° 120/67 1 1 3 prevé 
tencia de 25 de junio de 1975 as. 5/75 Rec. 1975-5, pp. 759-780, y sentencia de 
10 de diciembre de 1975 as. ac. 95 a 98/14, y 5 y 100/75. Rec. 1975-9, pp. 1615-1646. 
110. Sentencia de 23 de enero de 1975 as. 51/74 Rec. 1975-1, pp. 19-103. 
111. Sentencia de 23 de enero de 1975 as. 31/74 Rec. 1975-1, pp. 47-77. 
112. Sentencia de 23 de enero de 1975 asuntos 31/74 y 51/74 Rec 1975-1 
pp. 47-77 y 79-103. 
113. Reglamento del Consejo 120/67 de 13 de junio de 1967. TOCE de 19 de 
junio de 1967 n.° L 117. 
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de manera precisa las modalidades de una acción común, en los casos 
de perturbación grave del mercado de cereales, por parte del Consejo, 
Comisión y Estados miembros 1 1 4. 
En la medida que se establece la política agrícola común y se crean 
organizaciones comunes de mercado en los diversos sectores realizándose 
un mercado único que abarca todo el territorio de la Comunidad, los 
Estados deben, necesariamente, eliminar toda reglamentación nacional que 
suponga directa o indirectamente actual o potencialmente, un impedi-
mento a la libertad de comercio en la Comunidad 1 1 5. 
El Tribunal ha tenido que delimitar y precisar el alcance jurídico de 
los diversos mecanismos puestos en juego por los distintos reglamentos 
de organizaciones de mercados agrícolas. 
7.4.5. Mecanismos de las organizaciones comunes de mercado. 
Prescindiendo de los problemas de pago de «prélévements» intraco-
munitarios vigentes durante el período transitorio que el Tribunal aún 
tiene que resolver con su jurisprudencia, se ha centrado sobre aspectos 
propios de las organizaciones de mercados agrícolas del período defini-
tivo que regulan el funcionamiento del mercado único, como es el caso 
de los mecanismos de intervención. 
En efecto, para el órgano jurisdiccional el sistema de intervención se 
ha establecido para garantizar a los productores agrarios, en base a la 
regionalización de los precios comunitarios, la salida al mercado de sus 
productos a percios equitativos, cuando no encuentren mercados de con-
sumo a precios de rentabilidad normales. Si los precios del mercado des-
cienden a niveles por debajo del precio mínimo establecido para la Comu-
nidad, como sería el precio de intervención, los productores agrarios 
comunitarios pueden ofrecer todos sus productos a los organismos de in-
tervención los cuales estarán obligados a adquirirlos y a pagarlos a los 
precios llamados de intervención " 6 . 
Este principio general que impone una obligación, de derecho comu-
nitario a los organismos de intervención designados por cada Estado 
miembro, encuentra excepciones que habrán de ser otorgadas por la auto-
ridad competente de la Comunidad para ello y en este sentido cabe per-
mitir a un Estado miembro que pueda limitar las compras de productos 
ofrecidas a la intervención en su territorio o poder delimitar el lugar 
de la intervención para ciertos productos en toda la gama de posibilida-
des que esta concreción permite 1 1 7. 
Estos mismos mecanismos y la necesidad de regularlos y mantener su 
funcionamiento puede dar lugar a la responsabilidad de la Comunidad al 
aodptar medidas de política económica que tienen incidencia directa sobre 
las organizaciones de mercados agrícolas como el establecer, modificar, 
114. Sentencia de 23 de enero de 1975 as. 31/74 Rec. 1975-1 pp. 47-77. 
115. Ibidem. 
116. Sentencia de 27 de mayo de 1975 as. 2/75 Rec. 1975-4, pp. 607-624. 
117. Misma sentencia. 
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anular o abrogar las ayudas, restituciones, montantes compensatorios, etcé-
7.4.6. Aplicación del artículo 55 del Acta de adhesión. 
El Tribunal ha debido de aplicar en el año 1975 el Acta relativa a 
las condiciones de Adhesión de los tres nuevos Estados miembros en la 
normativa referente a la Agricultura, y en concreto el art. 55 que regula 
el comercio de productos agrícolas, entre los Estados originarios y los 
nuevos Estados miembros puesto que, al tener diferentes niveles de pre-
cios entre sí y con respecto al nivel común de precios en la Comunidad 
en su composición originaria, se hace necesario arbitrar un sistema que 
permita que el tránsito de los sistemas nacionales de organizaciones agra-
rias vigentes en los nuevos Estados miembros al sistema comunitario, se 
realice en las mejores condiciones posibles, y, en todo caso, salvaguardar, 
desde el momento mismo de la adhesión, la aplicación del «principio de 
preferencia comunitaria» en el que se basan las organizaciones comunes 
de mercados agrícolas 1 1 9. 
7.4.7. Libre circulación de mercancías en el sector agrario. 
Por lo que respecta a los gravámenes que tienen un efecto equiva-
lente a las tarifas aduaneras el Tribunal sostiene, manteniendo su juris-
prudencia, que la noción de tasas e impuestos de efecto equivalente a 
tarifas aduaneras, tiene el mismo alcance en el Tratado CEE que en los 
reglamentos agrícolas adoptados por el Consejo e igualmente tanto en el 
marco del comercio de estos productos entre Estados miembros como en 
el cuadro del comercio de éstos con Estados terceros, si bien el objetivo 
en uno y otro caso difieren 1 2 0. 
7.5. Política Social. 
7.5.1. No discriminación por motivos de nacionalidad. 
Las ayudas financieras han de ser atribuidas con total independencia 
de la nacionalidad de los beneficiarios, como se afirma en la sentencia 
de 29 de enero de 1975 1 2 1 en que esta igualdad no se limita sólo a la 
admisión en los centros de enseñanza sino también a las ventajas previs-
tas para perfeccionar la formación y ello en base al quinto considerando 
118. Sentencia de 15 de mayo de 1975 as. 74/74 Rec. 1975-4, pp. 533-560 y 
sentencia de 17 de junio de 1975 as. 93/74 Rec. 1975-5, pp. 661-678. 
119. Sentencia de 4 de febrero de 1975 as. 169/73 Rec. 1975-2, pp. 117-154. 
120. Sentencia de 9 de junio de 1975 as. 21/75 Rec. 1975-6, pp. 905-917. En este 
sentido las sentencias recaídas en los asuntos acumulados 2 y 3/69 Rec. XV, pp. 201 
y 24/68 Rec. XV, pp. 222; Asunto 8/70 Rec. XVI, p. 961; Asunto 43/71 Rec. 
XVII , pp. 1039-1057; Asunto 84/71 Rec. 1972-2, pp. 89-103; asunto 34/73 Rec. 
1973-7, pp. 981-917. 
121. Asunto 68/74 Rec. 1975-1, pp. 109-116. 
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del reglamento n.° 1612/68 1 2 2 cuando recuerda que el derecho de libre 
circulación exige para que pueda ser ejercido en condiciones objetivas 
de libertad y de dignidad que sean eliminados los obstáculos que se opo-
nen a la movilidad de los trabajadores, concretamente en lo que hace 
referencia al derecho del trabajador de reunirse con su familia y de inte-
grarse en el medio del país de residencia. 
Este es el sentido que hay que dar al art. 12 del reglamento citado 
que afirma que los hijos de los subditos de un Estado miembro son admi-
tidos en las mismas condiciones que los subditos del propio Estado. 
Y el escueto párrafo 2 del art. 7 de la este mismo reglamento, que 
afirma que los obreros nacionales de otros Estados miembros, gozan de 
las mismas ventajas sociales y fiscales que los trabajadores nacionales, 
es entendido por la sentencia de 30 de septiembre de 1975 1 2 3 en el sen-
tido de abarcar las reducciones sobre el precio de los transportes ferro-
viarios concedidas a familias numerosas y ello aunque este beneficio sea 
solicitado tras la muerte de un trabajador y en provecho de su familia 
extranjera que permanece en ese Estado. 
7.5.2. Derecho Laboral. 
Al interpretar el art. 11,2,1 del reglamento n.° 543/69 del Consejo de 
25 de marzo de 1969 1 2 4 relativo a la armonización de ciertas disposicio-
nes en materia social en el campo del transporte por carretera, el Tribu-
nal en la sentencia de 18 de febrero de 1975 establece que el descanso 
exigido no sólo ha de ser programado sino efectivamente cumplido 1 2 5. 
8. CUESTIONES PROCESALES 
8.1. Principios. 
Con carácter general el Tribunal ha subrayado determinados princi-
pios que deben observarse en materia procesal. Así, ha hecho referencia 
a la equidad y la celeridad procesales y al valor probatorio de la corres-
pondencia. 
En primer lugar, el Tribunal126 ha puesto de manifiesto que no puede 
considerarse como una violación del principio de equidad procesal el he-
cho de que la Comisión hiciese ciertas declaraciones públicas afirmando 
determinadas infracciones del Tratado, ya que del expediente no se des-
prende ningún dato que permita presumir que la decisión de la Comu-
nidad impugnada haya sido adoptada o hubiera tenido un contenido dife-
122. Reglamento del Consejo de 15 de octubre de 1968 (JO n.° L257 de 19 de 
octubre de 1968. 
123. Asunto 32/75 Rec. 1975-7, pp. 1085-1101. 
124. JO n.° L77 de 1969, p. 49. 
125. Asunto 69/74 Rec. 1975-2, pp. 171-179. 
126. As. ac. 40 a 18 y otros, cit. Considerados núms. 81 y 92, p. 1927. 
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rente, a causa de las citadas declaraciones públicas de la Comisión. Se 
atentaría contra el principio de celeridad procesal, e igualmente así lo ha 
hecho notar el Tribunal, si se exigiese a la Comisión consultar a los Esta-
dos miembros, incluso en el caso en que la misma no pruebe indubita-
blemente la no aplicabilidad de las excepciones previstas en el regla-
ment n.° 26 del Consejo en materia de acuerdos relativos al comercio de 
los productos agrícolas 1 2 7. 
Por lo que respecta al valor probatorio de la correspondencia, nada 
prohibe a la Comisión y al Tribunal alegar, como prueba del comporta-
miento de una empresa, la correspondencia intercambiada entre terceros, 
con tal de que el contenido de esta correspondencna sea digna de fe en 
la medida en que ponga de manifiesto dicho comportamiento 1 2 8. 
Aparte de estas observaciones generales, la Alta Jurisdicción ha hecho 
algunas precisiones de interés tanto en materia de procedimiento adminis-
trativo como de procedimiento judicial. 
8.2. Procedimiento administrativo. 
8.2.1. Motivación de decisiones. 
En relación con el procedimiento administrativo el Tribunal ha subra-
yado que la obligación que incumbe a la Comisión de motivar sus decisio-
nes (art. 190 CEE), puede ser reducida a extremos sumarios cuando ésta 
se sitúa en la línea de una práctica de decisiones constantes. Esto no 
reza para el caso en que la decisión de la Comisión vaya sensiblemente 
más lejos de lo que haya precisado en sus decisiones precedentes 1 2 9. Ha 
señalado también, que si una decisión que pone fin a un procedimiento 
sancionador de una posible infracción, contiene un error en su motiva-
ción en relación con la fecha de la infracción, tal error no permitirá dedu-
cir la irregularidad de la decisión si la fecha que tiene en cuenta ésta es 
la efectiva en la que dicha infracción se produjo130. 
8.2.2. Indefensión. 
Se ha pronunciado también el Tribunal ante un posible supuesto de 
indefensión. En efecto, la parte requirente había alegado la violación por 
la Comisión del art. 4 del reglamento n.° 99/63 1 3 1 que dispone que la 
Comisión no mantendría contra las empresas y asociaciones de empresas 
destinatarias de sus decisiones, otros alegatos que aquellos sobre los que 
127. Sentencia de 15 de mayo de 1975, as. 71/74, Rec. 1975-4, pp. 563-598. 
128. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, as. ac. 40 a 48 y otros, cit. Con-
siderando núm. 164, p. 1940. 
129. Sentencia de 26 de noviembre de 1975, as. 73/74, Rec. 1975-8, pp. 
1491-1528. 
130. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, considerandos núms. 227 y 232, 
página 1951. 
131. Reglamento de la Comisión núm. 99/63 de 26 de julio de 1963 (JOCE, 
1963, p. 2268). 
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éstas hayan tenido ocasión de poder dar a conocer su punto de vista en 
el curso del procedimiento administrativo seguido para determinar las in-
fracciones del art. 85 y ello en base a que la Comisión en la decisión 
impugnada habría, por una parte, considerando como infracción consti-
tutiva de práctica concertada determinadas operaciones, mientras que, por 
otra, en su comunicación a las empresas incriminadas, tales operaciones 
habrían sido consideradas simplemente como indicio de aquellas prácticas 
concertadas. 
A este respecto el Tribunal ha precisado que realmente la Comisión 
sostiene que determinadas operaciones constituirían elementos de práctica 
concertada y en esto la decisión de la Comisión no se aparta de lo dicho 
en la Comunicación sobre este punto por lo que no es posible afirmar la 
violación del art. 4 del citado reglamento. Igualmente ha sostenido que 
la empresa requirente, ha tenido ocasión de dar a conocer su punto de 
vista sobre la cuestión de si la misma detenta o no una posición domi-
nante y que la Comisión ha podido atenerse al resultado de las expli-
caciones de la empresa afectada lo que le ha permitido precisar el alcance 
de la infracción. Ha subrayado que desde el momento en que la Comisión 
pone en conocimiento de los interesados, con claridad, los cargos que se 
les imputan y éstos tienen ocasión de pronunciarse respecto de su situa-
ción particular, el procedimiento seguido debe tenerse por regular. La 
regularidad de las comunicaciones de la Comisión debe apreciarse en rela-
ción con los cargos contemplados por ella en su decisión última 1 3 2. 
8.2.3. Alegaciones. 
En este mismo orden de cosas se ha pronunciado el Tribunal respecto 
a las alegaciones que tienen derecho a hacer las partes, al señalar, en su 
sentencia de 16 de diciembre de 1975 1 3 3 que el hecho de que un miem-
bro de la Comisión haya, como en el caso de autos, suministrado even-
tualmente a la prensa informaciones equivocadas sobre las alegaciones for-
muladas por una empresa en el desarrollo de un procedimiento adminis-
trativo, no permite, por su naturaleza, deducir de ello que la Comisión 
no haya tomado en consideración tales alegaciones, máxime cuando la 
empresa que lo alega ha tenido ocasión de pronunciarse sobre el punto 
de que se trata. 
8.2.4. Plazos. 
En relación con los plazos previstos en materia de concurrencia y 
habida cuenta que el art. 11 del reglamento n.° 99/63134, en el que se 
señala que la Comisión tendrá en consideración el tiempo necesario para 
que los interesados puedan hacer sus observaciones y que dicho plazo no 
132. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, cit., pp. 1993-1994. Consideran-
núm. 438, p. 1994. ,„„„ 
133. As. ac. 40 a 48 y otros, cit. Considerandos núms. 100 y 103, pp. 1928-1929. 
134. Reglamento de la Comisión núm. 99/63, cit. 
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puede ser inferior a dos semanas, el Tribunal ha señalado135 que al fijar 
la Comisión, en el caso de autos, un plazo de dos meses, ha otorgado 
a los interesados un tiempo que excede con amplitud el mínimo prescrito 
por lo que ha dado cumplimiento a dicho artículo; además, considerando 
que la Comisión al tener conocimiento de una serie de acuerdos de em-
presas presumiblemente ilegales y teniendo en consideración la urgencia 
de lasunto, a la que alude el citado precepto, se ha visto obligada a dar 
celebridad al procedimiento administrativo para dar fin lo más pronto 
posible a los comportamientos incriminados, el Tribunal ha mantenido 
que la Comisión se ha ajustado a lo prescrito por el repetido art. 11. 
8.2.5. Notificaciones. 
En dos sentencias el Tribunal se ha referido a la materia de las noti-
ficaciones. En una de ellas, la parte requirente alegaba que habiendo 
recibido cuarenta y ocho empresas una comunicación de la Comisión 
sobre presuntas infracciones en términos idénticos y dado que cada una 
de aquéllas no se vería afectada más que por una parte de los hechos 
incriminados, tal circunstancia implicaría una falta de precisión en cuanto 
a las infracciones y en cuanto a las pruebas en las que habría basado la 
Comisión dichas infracciones de las empresas. Ante esta alegación, el 
Tribunal consideró que la única infracción contemplada por la Comisión 
no se refería más que a la explotación abusiva por la requirente de una 
posición dominante y que esta infracción estaba formulada de manera 
clara y distinta en la comunicación hecha a las empresas y apoyada en 
documentos emanados de la propia empresa demandante o que la men-
cionaban de manera explícita, por lo que no cabía argüir falta de preci-
sión de la comunicación ni en los medios de prueba utilizados contra 
ellas m . 
En una segunda sentencia el Tribunal137 contra las alegaciones de la 
requirente, ha señalado que las comunicaciones a la interesada han sido 
hechas en la lengua oficial del país donde ésta, una empresa, ha sido 
creada y desarrolla sus actividades tal como previene el art. 3 del regla-
mento n.° 1 del Consejo 1 3 B. 
8.2.6. Cuantía de las sanciones. 
En relación con los criterios para la determinación de la cuantía de 
las sanciones, el Tribunal ha precisado que la Comisión debe, tener en 
la gravedad y la duración de la infracción tomando en consideración el 
contexto reglamentario y económico del comportamiento imputado a las 
empresas, la naturaleza de las restricciones sobre la concurrencia y el 
135. As. ac. 40 a 48 y otros, cít. considerandos núms. 94, 96 y 97, pp. 1927-1928. 
136. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, cit., considerandos 426 y 427, p. 1992. 
137. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, cit., considerando núm. 429, p. 1993. 
138. JOCE, 1968, p. 385. 
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número y la importancia de las empresas afectadas 1 3 9. Ha subrayado igual-
mente que en el supuesto de varias empresas incriminadas procede com-
parar, respecto de cada una de ellas, la gravedad de las infracciones que 
el propio Tribunal haya estimado con la gravedad que la Comisión les 
hubiera atribuido, teniendo en cuenta, además que una misma infracción 
de las admitidas y reconocidas por el Tribunal ha sido cometida por diver-
sas empresas. Por ello ha lugar a examinar la gravedad relativa de la 
participación de cada una de ellas para proceder a reajustar la cuantía 
de la multa en función de dicha gravedd 1 4 0. 
8.3. Procedimiento Judicial. 
8.3.1. Admisibilidd de la demanda. 
Por lo que respecta al procedimiento judicial, el Tribunal ha pun-
tualizado diversos extremos tanto respecto de los problemas que plantean 
las posibles faltas de regularidad de las demandas, cuanto los suscitados 
por la materia de legitimación y la de interpretación del Derecho comu-
nitario. 
Y así tratándose de obtener la condena de la Comisión a la repara-
ción del daño que habría ocasionado a los requirentes por la aplicación 
del nuevo método de cálculo de montantes compensatorios a la exporta-
ción, la Comisión sin presentar expresa y formalmente una excepción de 
inadmisibilidad de los recursos en cuestión, ha alegado que el hecho de 
no acompañar los requirentes a su demanda, hasta pocos días antes del 
procedimiento oral, los contratos y certificados de exportación en los que 
los mismos fundan su pretensión, constituiría una irregularidad que ven-
dría a ser un obstáculo para que las partes demandadas pudieran preparar 
su defensa. Se da, sin embargo, la circunstancia de que los certificados 
de exportación habían sido obtenidos por terceros antes de la modifica-
ción del régimen de montantes compensatorios y que sólo posteriormente 
se transmitieron extractos de dichos certificados a los requirentes. 
Por su parte, el Consejo presentó expresamente contra estos recursos 
una excepción de inadmisibilidad en base al art. 215, ya que según este 
precepto el derecho a una reparación no es transferible, de manera que 
al haberles sido transferido el título en el que se fundamentarían los 
requirentes, no tendría valor legitimador. 
Los demandantes alegan que los contratos por ellos concluidos lo 
fueron antes de la modificación del régimen de montantes compensato-
rios, y, según sus términos, debían aceptar las obligaciones derivadas de 
los certificados y que al permitir el Derecho Comunitario la transferencia 
de extractos de certificados, los requirentes se encuentran entre aquellos 
que han adquirido derechos o cuya expectativa legítima merece pro-
tección. 
139. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, cit., considerando núm. 612, p. 2026. 
140. Sentencia de 16 de diciembre de 1975, considerandos núms .622 a 624, 
página 2028. 
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Ante tales hechos el Tribunal, concluye que si la circunstancia de que 
los requirentes hayan recibido ciertos extractos de certificados de expor-
tación, por transmisión de terceros, puede revestir importancia sobre el 
fondo del asunto, sin embargo, esta circunstancia no puede afectar a la 
admisibilidad del recurso 1 4 1. 
En esta materia y en el asunto 74/74 1 4 2 la Comisión, parte deman-
dada en el proceso seguido ante el Tribunal comunitario, niega la admi-
sibilidad del recurso en base a que la demanda no contiene las indicacio-
nes necesarias, según establece el art. 19 del Estatuto del Tribunal y el 
art. 39, párrafo 1, del reglamento de procedimiento. El Tribunal ha seña-
lado al respecto que, a pesar de las imperfecciones alegadas, éstas no 
han impedido a la Comisión llevar a cabo una defensa efectiva de sus 
intereses, ni han supuesto un obstáculo para el Tribunal en el ejercicio 
de su control jurisdiccional. De otro lado habida cuenta que la parte 
requirente ha realizado, en el transcurso del procedimiento, todas las pre-
cisiones útiles para determinar la naturaleza verdadera de su pretensión, 
el Tribunal ha decidido declarar admisible el recurso pese a los defectos 
de la demanda inicial. 
8.3.2. Legitimación. 
En materia de legitimación el Tribunal sostiene que, con respecto ? 
las exigencias del art. 173 CEE —que no habilita a las personas físicas 
o morales de derecho primado a demandar la anulación de actos de natu-
raleza reglamentaria—, procede, en cuanto a la admisibilidad de recursos 
de anulación, determinar la verdadera naturaleza jurídica y el alcance 
del acto. 
Atendiéndose a criterios materiales de determinación, el Tribunal143, 
expresa que el acto litigioso contempla un número determinado de agen-
tes identificados en razón de un comportamiento individual observado o 
que se reputa o presume observado en el transcurso de un período deli-
mitado. En estos supuestos, las medidas adoptadas, aunque forman parte 
de un conjunto de disposiciones de carácter normativo, afectan a sujetos 
de derecho contemplados individualmente en cuanto que afectan a su 
posición jurídica en razón de una situación de hecho que los caracteriza 
con relación a cualquier otra persona y los individualiza de forma seme-
jante a la de un destinatario. En consecuencia, los sujetos directamente 
contemplados por sus normas están legitimados para impugnar las me-
didas que afectan directa e individualmente a su derecho. 
Este mismo punto ha sido tratado por el Tribunal en su sentencia 
de 18 de marzo de 1975 1 4 4 en la que ha señalado que las personas físicas 
141. Sentencia de 10 de diciembre de 1975, as. ac. 95 a 98/74 y 15 y 100/75, 
Rec. 1975-9, pp. 1615-1646. 
142. As. 74/74, Rec. 1975-4, cit. 
143. As. 100/74, Rec. 1975-8, pp. 1939-1418. 
144. As. 72/74, Rec. 1975-3, pp. 401-419. 
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o morales contempladas por el art. 173 CEE, que no sean los destinata-
rios del acto impugnado, no pueden pretender que este acto les afecte 
individualmente salvo que lo hagan en razón de ciertas cualidades que 
les son particulares, o en razón de una situación de hecho que las carac-
teriza frente a otras personas, y por ello los individualiza de manera aná-
loga a la del destinatario. 
En este marco, continúa el Tribunal, una organización constituida 
para la defensa de los intereses colectivos de una categoría de justiciables 
no podría ser considerada como directa e individualmente afectada por un 
acto que atañe a los intereses generales de esta categoría 1 4 5. 
8.3.3. Límites del Recurso de Interpretación. 
También en materia de legitimación considera el Tribunal que en el 
sistema de vías en recurso instituidos por el art. 91 del Estatuto de Fun-
cionarios y en el caso de un acto de carácter general destinado a ser 
aplicado mediante una serie de decisiones individuales que afectan al con-
junto, o a una gran parte de los funcionarios de una institución, el fun-
cionario, considerado individualmente, no podría ser privado del derecho 
a invocar la ilegalidad de ese acto para impugnar la decisión individual 
que le permite saber con certeza cómo y en qué medida le afecta a sus 
intereses particulares 1 4 6. 
Por último, y en materia de interpretación, una vez más este año, 
el Tribunal ha expuesto la reiterada doctrina de que, aunque la Alta 
Jurisdicción no puede en base al art. 177 del Tratado-CEE calificar una 
disposición de derecho nacional en relación al Derecho Comunitario,, 
puede sin embargo, suministrar a la jurisdicción nacional los elementos 
de interpretación derivados del Derecho comunitario que pudieran serles 
útiles en la apreciación de los efectos de esta disposición 1 4 7. 
Igualmente, ha señalado, en virtud del art. 177 del Tratado CEE, 
en el desarrollo de un recurso a título prejudicial para la interpretación 
de normas de Derecho Comunitario que el Tribunal no puede resolver 
las diferencias entre las partes en el litigio principal que corresponde a 
la competencia del juez nacional, como compete, por lo demás toda apre-
ciación de los hechos planteados en el litigio 1 4 s. Ha señalado también, 
que si bien el Tribunal al resolver en base al art. 177, carece de compe-
tencia para aplicar la regla comunitaria a un caso determinado, puede sin 
embargo, como se acaba de exponer, proporcionar a las jurisdicciones 
nacionales aquellos elementos de interpretación procedentes del Derecho 
Comunitario que puedan serle útiles en la aplicación de aquella regla 1 4 9. 
145. Ibidem. 
146. As. ac. 44 y 49/74, Rec. 1975-3, pp. 383-399. 
147. As. 7/75, Rec. 1975-5, pp. 679-698. 
148. Sentencia de 23 de enero de 1975, as. 51/74, pp. 79-108. 
149. Sentencia de 23 de octubre de 1975, as. 35/75, Rec. 1975-7, pp. 1205-1218. 
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9. ACUERDOS: COMPETENCIA PARA CONCLUIRLOS 
Dada la competencia consultiva del Tribunal de las Comunidades, 
según el art. 288,1,2, C.E.E. ante la cuestión planteada sobre la com-
patibilidad entre las disposiciones del Tratado y el acuerdo susceptible 
de ser concluido por la Comunidad con uno o varios países terceros o 
una organización internacional, afirma dicho Tribunal que en primer 
lugar, el término «acuerdo» ha de ser interpretado en su sentido más 
general posible y que la «compatibilidad» del acuerdo con el Tratado 
ha de ser entendida respecto al conjunto de las normas del Tratado y 
por ello, se han de examinar tanto las que, determinan la extensión de 
las competencias de la Comunidad para concluir acuerdos, como las re-
glas de fondo. 
Respecto a las cuestiones concretas propuestas afirma el Tribunal 
que —en cuanto a la primera a saber, la competencia de la Comunidad 
para concluir el acuerdo en el marco de la OCDE referente a una norma 
que regula los gastos locales que financien las exportaciones—, que el 
art. 112 del Tratado CEE procede a la armonización del régimen de 
ayudas, establecidas por los Estados miembros con miras a las exporta-
ciones a terceros países y que el art. 113 del mismo Tratado establece 
que unos principios uniformes han de regir la política comercial común. 
Y como quiera que la política comercial común incluye la política 
de exportación que comprende el régimen de ayudas a las mismas así 
como los créditos destinados a su financiación mediante los gastos loca-
les derivados de operaciones de exportación que vienen regulados en 
el art. 112 del Tratado CEE, de ahí que el acuerdo de la OCDE entre 
en el dominio de la política comercial común definida en el art. 113 del 
mismo Tratado, que atribuye competencia a la Comunidad para esta-
blecer reglas internas y aún acuerdos con terceros en esta materia. 
El argumento que basa esta opinión se concreta en que la política 
comercial común está edificada por el concurso y la interacción de me-
didas internas de derecho comunitario y externas adoptadas ambas por 
la Comunidad en virtud de competencias propias, sin prioridad de unas 
u otras, ya que la política comercial común es sobre todo resultado 
de una evolución gradual basada en medidas específicas que pueden 
afectar indistintamente a aspectos «autónomos» y externos de esta po-
lítica sin que se exija necesariamente para vincular la exportación a la 
política comercial común, la existencia previa de un vasto conjunto de 
reglas sino que la ejecución de la política de exportación en el marco 
de la política comercial común contribuye a formar progresivamente tal 
conjunto. 
Respecto a la segunda cuestión planteada al Tribunal del «carácter 
exclusivo» o no de la competencia de la Comunidad, expone esta alta 
instancia consultiva que la respuesta del objeto del acuerdo; y como el 
objeto se inscribe en las medidas del art. 113, a saber una política que 
se enmarca dentro del funcionamiento del mercado común y se trata de 
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la defensa del interés global de la Comunidad, los intereses particulares 
de los Estados miembros deben ajustarse mutuamente. 
La acción unilateral de los Estados miembros en lo que respecta a 
las condiciones de concesión de créditos a la exportación falsearía la 
competencia entre las empresas comunitarias cara a los mercados exte-
riores, efectos de distorsión que sólo pueden ser evitados por una iden-
tidad rigurosa en las condiciones de concesión de créditos para todas las 
empresas de la Comunidad, abstracción hecha de su nacionalidad. 
Por ello esta competencia de la Comunidad es incompatible con una 
posible competencia paralela de los Estados miembros que perseguiría 
la satisfacción distinta de sus intereses propios en las relaciones exte-
riores. Se seguirían disparidades si los Estados miembros realizaran ac-
ciones unilaterales; sin embargo ello no implica, en base a su compatibi-
lidad con el Tratado, una transferencia a las Instituciones de la Comuni-
dad de obligaciones y cargas financieras que se puedan seguir de ello. 
Su fin único es sustituir la acción unilateral de los Estados miembros, 
en el ámbito considerado, por una acción común, fundada sobre prin-
cipios uniformes, para el conjunto de la Comunidad. 
Ante la dificultad que se podría plantear por la normativa estable-
cida en el art. 71 del Tratado CECA 1 5 0 afirma el Tribunal que lo que 
se debate es la competencia derivada del art. 228,1,2 del Tratado CEE. 
Por todo ello los breves términos del dictamen expresan que la 
Comunidad tiene «competencia exclusiva» para participar en el acuerdo 
referente a una norma respecto a los gastos locales, contemplados en la 
demanda de dictamen 1 5 1. 
150. Art. 71-1 CECA: «La competence des gouvemements des Etats membres 
en matiére de politique comerciale n'est pas affectée par l'applicatión du present 
traite, sauf dispositions contraires de celui-ci». 
151. Dictamen 1/75 de 11 de noviembre de 1975. Rec. 1975-8, pp. 1355-1365 
